
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 27 de julio de 2018

Proceso:
Acción de Tutela 
Radicación Nro. :

66001-22-13-000-2018-00514-00
Accionante: 


JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA
Accionado:
 JUZGADO 3º CIVIL DEL CIRCUITO y otros 
Magistrado Ponente: 
 JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / MORA JUDICIAL / JUSTIFICADA / NIEGA / 
Absuelto ello y descendiendo al caso concreto se tiene, con la información suministrada por el Juzgado accionado, que existe cierta tardanza en la resolución del recurso de reposición formulado, habida consideración de que el recurso fue formulado el 22 de junio de este año y solo hasta el 17 de julio se corrió le corrió el traslado de que tratan los artículos 110 y 319 del CGP.  

(…)
Así que, sin perder de vista la jurisprudencia transcrita, para la Sala la mora que se le atribuye al despacho encartado se encuentra justificada debido a la congestión judicial que soporta, mucha parte de la cual, es consecuencia del indiscriminado actuar del aquí accionante.

Para el efecto, solo basta observar que el mismo día que formuló la petición, cuya resolución exige por esta senda, es decir el 22 de junio, formuló alrededor de 200 recursos de reposición en contra de los diferentes autos dictados en las acciones populares que se tramitan en esa célula judicial, de donde surge evidente la imposibilidad material del despacho para solucionar simultáneamente todas las solicitudes..
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

     SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, julio veintisiete de dos mil dieciocho
Expedientes 66001-22-13-000-2018-00514-00 

Acta No.  268 de julio 27 de 2018
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados Leandro Giraldo, la Oficina de Control Físico de la Alcaldía de Medellín, la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de la Nación Regionales de Antioquia. 

ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó esta acción de tutela por la presunta violación de sus derechos que anuncia como “art 13, 83, 29 CN, ley 472/98”. 

Expuso que actúa en la acción popular radicada con el número “2015-1329”, donde la autoridad accionada no resuelve un recurso que presentó el 12 de junio de 2018.  
Solicitó, en esencia, que se ordene al Juzgado resolver inmediatamente el recurso de reposición que interpuso.  

Se dio trámite a la acción; del juzgado encartado se solicitó la remisión de copias pertinentes y se ordenaron las citadas vinculaciones. 
El Procurador 10 Judicial II delegado para asuntos civiles de Medellín dijo que si no existe justificación para que no se haya resuelto la reposición interpuesta contra el auto que decretó el desistimiento tácito, es pertinente conceder el amparo, de lo contrario la acción de tutela se torna improcedente. 
La Alcaldía de Medellín por conducto de apoderado judicial, adujo falta de legitimación en la causa por pasiva y solicitó su desvinculación. 
La titular del despacho accionado dio cuenta del trámite del proceso, remitió las piezas procesales solicitadas y solicitó que se niegue el amparo. Adicionalmente expuso que no ha resuelto el recurso impetrado por el accionante en atención al cúmulo de trabajo originado por la cantidad de acciones y solicitudes elevadas por el mismo actor y la necesidad de correr los pertinentes traslados del recurso, antes de resolverlo. 

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.
Se acude en esta oportunidad en procura de la protección constitucional elevada por el accionante como consecuencia de estimar resquebrajadas sus garantías procesales ante la presunta omisión del despacho en resolver un recurso que impetró el pasado 22 de junio, contra un auto que decretó el desistimiento tácito en la acción popular que mencionó en el amparo. 




Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución.  

  



Pues bien, para la Sala, pueden darse por satisfechos los requisitos generales enlistados, en cuanto se busca la protección constitucional anunciada, se interpuso el recurso pertinente, que lo fue el 22 de junio de 2018 (f. 22v), con lo que data de menos de seis meses; la situación fue ventilada dentro del mismo proceso, y no se trata de otra acción de tutela. 
Absuelto ello y descendiendo al caso concreto se tiene, con la información suministrada por el Juzgado accionado, que existe cierta tardanza en la resolución del recurso de reposición formulado, habida consideración de que el recurso fue formulado el 22 de junio de este año y solo hasta el 17 de julio se corrió le corrió el traslado de que tratan los artículos 110 y 319 del CGP.  
Por lo anterior es pertinente recordar brevemente lo enseñado por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, en lo que toca con la mora judicial y su justificación;
“(…) la protección del derecho fundamental al debido proceso por mora judicial, se circunscribe a la verificación objetiva de su calificación entre justificada e injustificada, pues si existe alguna de las causales de justificación, tales como la fuerza mayor, el caso fortuito, la culpa del tercero o cualquier otra circunstancia objetiva y razonable que permita establecer que la mora es aceptable, no podrá predicarse la violación del derecho al debido proceso. Se insiste, la protección efectiva del derecho opera cuando la mora judicial es injustificada” 

Así que, sin perder de vista la jurisprudencia transcrita, para la Sala la mora que se le atribuye al despacho encartado se encuentra justificada debido a la congestión judicial que soporta, mucha parte de la cual, es consecuencia del indiscriminado actuar del aquí accionante.
Para el efecto, solo basta observar que el mismo día que formuló la petición, cuya resolución exige por esta senda, es decir el 22 de junio, formuló alrededor de 200 recursos de reposición en contra de los diferentes autos dictados en las acciones populares que se tramitan en esa célula judicial, de donde surge evidente la imposibilidad material del despacho para solucionar simultáneamente todas las solicitudes. 




Argumento suficiente para negar el amparo invocado. 

  



Se absolverá a los demás citados de oficio, por no hallar de su parte trasgresión alguna a los derechos invocados en amparo. Respecto de la solicitud de copias se dispondrá remitirle la de esta providencia, como ha ocurrido con las anteriores, a su correo electrónico. 

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira.

Se absuelve a los demás vinculados.




Al correo electrónico del accionante envíese copia de esta providencia.





Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992. 

Si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, si no se requirieran más trámites, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS         

 DUBERNEY GRISALES HERRERA


  




Con salvamento de voto 
� Sentencia C-543-92


� (CSJ STC, 19 de sep. de 2008, rad. 01138-00, reiterada en STC153 de ene. 21 de 2016). 12 CSJ, Civil. STC16773-2015,  STC12858-2015 y STC8914-2016, entre otras.”
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